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División de Asesoría y Gestión Jurídica

Estimado señor:

Asunto:
Análisis jurídico de la reforma de los artículos 3, 4, 23 y 30, de la Ley Nro. 7509 y sus reformas, Ley Impuesto sobre Bienes Inmuebles.
Nos referimos a la audiencia conferida por esa División, respecto del proyecto de Ley N° 16.522 reforma a los artículos 3, 4, 23 y 30 de la “Ley de Impuesto sobre Bienes Inmuebles”, Nro. 7509.

Exposición de motivos

La reforma propuesta busca darle mayor decisión a las municipalidades sobre el manejo de sus fondos, tratando de fortalecer la potestad de administración de que gozan y su autonomía constitucional.

A la vez, pretende lograr un mayor equilibrio en el reparto de la riqueza, de forma tal que los recursos recaudados por concepto del impuesto sobre bienes inmuebles, sean distribuidos de manera más equitativa, en especial entre aquellos municipios ubicados en las últimas posiciones, según el último informe sobre recaudaciones e inversión de impuestos, de la Contraloría General de la República.

Análisis jurídico del proyecto

Artículo 1.-
Refórmase el párrafo primero del artículo 3 de la Ley N.º 7509 y sus reformas, para que en adelante se lea:

"Artículo 3.-
Para efectos de este impuesto, las municipalidades tendrán el carácter de administración tributaria.  Se encargarán de realizar valoraciones de bienes inmuebles, facturar, recaudar y tramitar el cobro judicial y de administrar, en sus respectivos territorios, los tributos que genera la presente Ley."

Se elimina la frase final de ese primer párrafo, que en la actualidad se lee: “Podrán disponer para gastos administrativos hasta de un diez por ciento (10%) del monto que les corresponda por este tributo.” 

Deja a la libre el financiamiento de los gastos administrativos. Al eliminarse ese tope del diez por ciento, se deja a la discrecionalidad de cada Municipalidad qué porcentaje destinará para la atención de los gastos administrativos.

Artículo 2.-
Refórmase el párrafo segundo, inciso d) del artículo 4 de la Ley N.º 7509 y sus reformas, para que en adelante se lea así:

“Artículo 4.-

Inciso d)

[...]


Los inmuebles que constituyan bien único de los sujetos pasivos, que sean a su vez personas físicas y tengan un valor máximo equivalente al contemplado en la exención del artículo 23."

Revisada la actual redacción del artículo 4 de la Ley 7509, no hay ningún inciso de más de un párrafo, por lo debe replantearse la modificación propuesta para precisar la finalidad de la reforma.
Artículo 3.-
Refórmase el artículo 23 de la Ley N.º 7509 y sus reformas, para que en adelante se lea así:

“Artículo 23.-
Tarifa del impuesto.  A la base imponible se le aplicará, en forma progresiva, la siguiente escala de tarifas:

	VALOR
	
	TARIFA

	Hasta
	¢10.000.000
	Exento

	Sobre el exceso de
	¢10.000.000 hasta ¢30.000.000
	0.25%

	Sobre el exceso de
	¢30.000.000 hasta ¢50.000.000
	0.30%

	Más de
	¢50.000.000
	0.40%


.”
La actual redacción establece un impuesto único de un 0.25% sobre el valor del inmueble. La propuesta introduce una escala para el pago del impuesto, figura común en las diferentes normativas tributarias nacionales, buscando un pago acorde con la capacidad contributiva de los administrados, sobre la base de que entre más valor del inmueble, mayor capacidad económica de los contribuyentes. Empero, no contempla ningún mecanismo de actualización automática de las bases imponibles.

Artículo 4.-
Refórmase el artículo 30
 de la Ley N.º 7509 y sus reformas, para que en adelante se lea así:

“Artículo 30.-
Créase el Fondo Solidario Municipal que será administrado por el Instituto de Fomento y Asesoría Municipal.

Cada año, las municipalidades deberán girar, a ese fondo el tres por ciento (3%) del ingreso anual que recauden por concepto del impuesto de bienes inmuebles.

El IFAM deberá distribuir, anualmente, la totalidad de los recursos que se recauden al cierre de cada año, entre la tercera parte del total de municipalidades del país, que posean el índice de desarrollo social más bajo, según los resultados más recientes y los parámetros que establezca el Ministerio de Planificación y Política Económica.

Anualmente, la Contraloría General de la República fiscalizará y rendirá cuentas a las municipalidades."

Mantiene la figura del giro del 3% sobre el ingreso anual de la recaudación por concepto del impuesto de bienes inmuebles, pero cambia el destinatario, y elimina el financiamiento al Catastro Nacional
 y se crea el Fondo Solidario Municipal bajo la administración del Instituto de Fomento y Asesoría Municipal, quien debe girar ese monto entre el tercio de las municipalidades del país con el índice de desarrollo social más bajo.

Interesa comentar, que con base en el dictamen de la Procuraduría General de la República C-143-2007 del 7 de mayo de 2007, se duda sobre la eliminación del Fondo de Desarrollo Municipal, figura creada en el artículo 28 de la versión original
 de la Ley de Impuesto sobre Bienes Inmuebles, No. 7509 de 9 de mayo de 1995, pero que -en principio- fue derogada por la reforma introducida por el inciso l) del artículo 1 de la Ley 7729, la cual modificó dicho artículo 28
. 

Dispuso la Procuraduría en el dictamen de comentario:

Mediante la reforma anterior
, se intenta definir de una manera minuciosa, la forma de distribución del Fondo de Desarrollo Municipal.   Sin embargo, no debe perderse de vista que la intención manifiesta de “liquidar” el Fondo ya se había dispuesto, tanto por la reforma que se produce en el texto del original artículo 28 de la Ley 7509, así como por la claridad del Transitorio I que introdujo la Ley 7729.  Sin embargo, por razones que desconoce esta Procuraduría, el Fondo no desaparece como lo había prescrito el legislador del año 1997, razón por la cual en el año 2004 se vuelve a disponer sobre la forma en que se procederá a la liquidación.   Luego, la redacción que ahora se analiza presenta características muy particulares.  Por un lado, si se analizan los párrafos primero, segundo y tercero, se atiende a que se crea una nueva figura administrativa (comisión de seguimiento) para hacer la distribución definitiva de los recursos que, en su momento, la Junta Planificadora ya había asignado, pero ahora también con incidencia en una nueva distribución que podrá hacerse con el saldo que quede de aquella primera distribución (párrafos cuarto y sexto).   Por otro lado, el párrafo sétimo retoma la intención original de liquidación definitiva, al establecer un período de vigencia para el Fideicomiso, haciéndolo coincidir con la asignación total de los recursos sobre los que tiene incidencia la comisión de seguimiento.  Entonces, en nuestro criterio, de la interpretación de estos párrafos, la idea original de liquidación (finalización) aún es mantenida por el legislador, aunque ahora dirigida sobre el Fideicomiso. 

Entiende este Órgano Contralor que la finalidad de la reforma expuesta, parte de la inexistencia del Fondo de Desarrollo Municipal, toda vez que de lo contrario, habría una duplicidad de funciones con la nueva figura propuesta, la cual no sería conveniente.

Asimismo, no prevé la reforma en análisis, un programa de inversión o de destino al Fondo Solidario Municipal ni la forma de distribución entre las municipalidades beneficiadas.

Artículo 5.- Derógase el artículo 37 de la Ley N.º 7509 y sus reformas adicionado mediante la Ley N.º 7764, de 17 de abril de 1998.

Dicho artículo 37, dicta en la actualidad: 

ARTÍCULO 37.- Anualmente, las municipalidades deberán girar, a la Junta Administrativa del Registro Nacional, el tres por ciento (3%) del ingreso anual que recauden por el impuesto territorial. La Junta estará obligada a mantener actualizada y accesible la información registral y catastral; además, deberá brindar el asesoramiento requerido por las municipalidades. Las municipalidades supervisarán el cumplimiento de las metas relativas a esta obligación. El Registro Nacional deberá informar, anualmente, de los resultados de su gestión. Por los medios a su alcance, entregará en diciembre de cada año la información correspondiente a cada municipalidad.

(Así adicionado por el artículo 187 del Código Notarial No.7764 de 17 de abril de 1998. El antiguo artículo 37 pasó a ser el 38).

Corolario del sentido de la reforma, se elimina la obligación de girar el tres por ciento a la Junta Administradora del Registro Nacional.

Sin otro particular,

Atentamente,

Lic. Federico Castro Páez

Lic. Rodrigo Carballo Solano

     Gerente de Área
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� La actual redacción del artículo 30 es: “Artículo 30.—Recursos para el Catastro Nacional. Cada año, las municipalidades deberán girar, a la Junta Administrativa del Registro Nacional, el tres por ciento (3%) del ingreso anual que recauden por concepto del impuesto de bienes inmuebles.  


El Catastro Nacional utilizará el porcentaje establecido para mantener actualizada y accesible, permanentemente, la información catastral para las municipalidades, que la exigirán y supervisarán el cumplimiento de las metas relativas a esta obligación. El Catastro deberá informar anualmente, a las municipalidades, sobre los resultados de su gestión relacionada con el uso y destino de dichos recursos, sin perjuicio de la fiscalización superior que corresponde a la Contraloría General de la República.”


(Así modificada su numeración por el artículo 2, inciso c), de la ley No.7729 de 15 de diciembre de 1997, que lo trasladó del 28 al 30)


(Así reformado por el artículo 3° punto "b" de la Ley N° 8494 del 30 de marzo de 2006)


� En la exposición de motivos, se enuncia al respecto: “El Poder Ejecutivo deberá garantizar el presupuesto necesario para que el Catastro Nacional pueda continuar brindando los servicios de información catastral a las municipalidades de todo el país, sin menoscabar los ingresos municipales.” No obstante, debe destacarse que no se incluye en el proyecto, ninguna fuente alternativa de financiamiento para el Catastro Nacional.


� ARTICULO 28.- Creación del Fondo de Desarrollo Municipal. Se crea el Fondo de Desarrollo Municipal, con el aporte inicial del ocho por ciento (8%) de la recaudación del impuesto territorial de las municipalidades. Su fin será apoyar el desarrollo institucional y el de los distritos más pobres del país, de conformidad con los índices de pobreza elaborados por el Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica.


� "Artículo 28.- Recursos para el Catastro Nacional Cada año, las municipalidades deberán girar, a la Junta Administrativa del Registro Nacional, el tres por ciento (3%) del ingreso anual que recauden por concepto del impuesto de bienes inmuebles. (...) ."





� Se refiere a la reforma introducida por la Ley Reforma a la Ley de Impuesto sobre Bienes Inmuebles, Nº 8420 del 20 de julio de 2004, artículo único: 





“Artículo único.—Refórmase el transitorio I de la Ley N° 7729, Modificación a la Ley del impuesto sobre bienes inmuebles, N° 7509, de 15 de diciembre de 1997. El texto dirá: 


 “Transitorio I.—Los distritos de los cantones seleccionados como receptores de recursos del Fondo de Desarrollo Municipal conservarán su derecho a las sumas asignadas por la Junta Planificadora, con cargo a lo recaudado en 1996 y 1997. El fideicomiso N° 002-99, Fondo de Desarrollo Municipal/Banco Crédito Agrícola de Cartago, deberá transferir esas sumas a las municipalidades respectivas. 


Todos los recursos del Fondo, tanto los ya asignados como los saldos existentes, se distribuirán por medio de una comisión de seguimiento y fiscalización que, además de aprobar los planes de uso de los recursos y los informes de inversión presentados por las municipalidades, también tendrá como objetivo fiscalizar el manejo correcto de los recursos. 


Esta comisión actuará como fideicomitente y estará conformada por el Ministro de Planificación Nacional o su representante, el presidente ejecutivo del Instituto de Fomento y Asesoría Municipal, o su representante, y tres representantes de la Unión Nacional de Gobiernos Locales (UNGL), designados por su Consejo Directivo. Los miembros de la comisión que representen a la UNGL recibirán por su labor dietas equivalentes a las que perciben como miembros del Consejo Directivo de dicha organización, y para efectos de pago se les reconocerán, como máximo, dos sesiones por mes. 


De los saldos existentes una vez determinado el monto de esos recursos para los cantones seleccionados inicialmente, sumando los ingresos que se generen por los productos financieros y por otros conceptos, y una vez descontados los gastos administrativos, el ochenta por ciento (80%) se distribuirá entre las municipalidades de los quince cantones con el índice de desarrollo social más bajo del país, según el Decreto N° 29923-PLAN-COMEX, de 17 de setiembre de 2001, publicado en La Gaceta N° 210, de 1° de noviembre de 2001, con el fin de ejecutar proyectos para crear y mejorar la infraestructura pública en los distritos que pertenezcan a esos quince cantones y presenten un índice de desarrollo social inferior a un cuarenta y nueve coma treinta y tres (49,33), en las siguientes áreas: construcción y mantenimiento de vías y caminos vecinales; manejo de desechos sólidos; construcción y mantenimiento de instalaciones educativas, deportivas, culturales y de salud; electrificación; programas de vivienda de interés social; telefonía pública; obras de protección del ambiente, acueductos, alcantarillado y cuneteado. 


El veinte por ciento (20%) restante se asignará a la UNGL, con el fin de que el Consejo Nacional de Capacitación Municipal fomente y ejecute programas de capacitación para las ligas de municipalidades, las municipalidades, los concejos municipales de distrito y los consejos de distrito del país, dando prioridad a la zona rural. 


Las municipalidades, previa consulta a los consejos de distrito que se beneficiarán con esos recursos, deberán presentar, a la comisión de seguimiento y fiscalización para su aprobación, un plan de uso de los recursos y un informe de la inversión realizada. 


El fideicomiso mantendrá su vigencia hasta que se liquide la totalidad de los recursos fideicometidos girados a las municipalidades, los cuales estarán fiscalizados por la Contraloría General de la República, para verificar su adecuada administración.” 
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